
En nuestros días un ciudadano a quien se oprime no tiene más
que un medio para defenderse y es dirigirse a la nación entera y,
si se mantiene sorda, al género humano; no tiene más que un me-
dio para hacerlo y consiste en la prensa... la prensa es por exce-
lencia el instrumento democrático de la libertad.

ALEXIS DE TOCQUEVILLE1

Cuando el 7 de diciembre del 2001 el gobierno del presidente Alejan-
dro Toledo remite al Congreso, para su aprobación, el Proyecto de Ley
de Modernización y Transparencia de los Servicios de Telecomunica-
ciones, la opinión pública del país se hallaba profundamente sensibili-
zada por los alcances y profundidad de la corrupción del régimen fuji-
morista, expuestos en forma cruda por la difusión de los tristemente
célebres “videos de la corrupción”, que mostraron hechos sin prece-
dentes en la historia de nuestra turbulenta política nacional.

La ciudadanía, confrontada con el desfile de personajes de la empre-
sa, de la política, de la banca, y también de la prensa escrita y de radio-
difusión, filmados con las manos en rumas de billetes, o negociando fa-
vores, exigía de las autoridades acciones concretas.

El sentimiento nacional era el de retirar, sin más trámite, las autori-
zaciones y licencias a las empresas de televisión cuyos propietarios y
directivos dispusieron de las señales electromagnéticas poniéndolas,
por dinero, al servicio del fujimorato, lo cual se agudizó luego de la di-
vulgación del video de Ernesto Schutz, de Panamericana Televisión, el
2 de octubre del 2001.
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Incluso se polemizó sobre la conveniencia de revocar las autori za -
ciones y licen cias aplicando una medida administrativa sustentada en el
ar tículo 88 del Texto Único Or  denado de la Ley de Telecomunicaciones
de 1993. Lo cierto es que no existían an te ce dentes de la aplicación de
este tipo de sanciones a casos similares, lo que, agregado al conoci -
mien  to y denuncia de reuniones de altos exponentes del toledismo con
los dueños de los canales en cuestión, motivó la decisión del Ejecutivo
que zanjó la polémica, evi tando esta vía, que hubiera podido interpre-
tarse como una vulneración a derechos cons ti tucionales o una preten-
sión de querer tomar los medios para beneficio propio del go bier no.

El proyecto del Poder Ejecutivo fue derivado para su dictamen a la
Co misión de Transportes, Comunicaciones, Vivienda y Construcción,
que entonces tenía el honor de pre sidir, donde conscientes de la enor-
me responsabilidad que nos encargaban, optamos por constituir un gru -
po de trabajo y debatir con amplitud el proyecto del Ejecutivo.

Por ello se acordó invitar a empresarios, periodistas y representan-
tes de la socie dad civil para exponer sus puntos de vista y enriquecer
con valiosas experiencias nues tros debates.

Al constituir el grupo de trabajo éramos también conscientes de que
existía un sector de la opinión pública y de la prensa que exigía actuar
con rapidez, pero ello im pli caba negarnos a un estudio riguroso y pro-
fundo, como en efecto se hizo, que abordara los aspectos técnicos, socia-
les e incluso políticos de la problemática de los medios de co mu nicación.

Para nadie es desconocida la importancia creciente de los medios de
comu ni ca ción en la vida social, por su impresionante desarrollo alcan -
za do y su consecuente ca pa ci dad de influenciarnos, que, como bien di -
ce Daniel Bell, “el punto crucial de toda so cie dad posindustrial lo cons -
ti tuye el hecho de que el conocimiento y la información lle gan a con-
vertirse en recursos estratégicos y transformadores de esa sociedad,
igual que el capital y el trabajo lo han sido en la sociedad industrial”,2

de ello ha sido testigo de excepción la sociedad peruana, cuando la tar -
de del 14 de setiembre del 2000 se difundió, a través de un canal por
cable, el tristemente célebre video “Kouri-Montesinos”, que en dos me -
ses y siete días derribó por la presión ciudadana un régimen autorita-
rio, aceptado incluso internacionalmente.
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Este fue un aspecto positivo de la labor que la sociedad espera de
los medios de co  municación y que en cierta medida representó el de -
sem peño de algunos de estos y de pe rio distas que a lo largo de la déca-
da fujimorista no abdicaron de su deber de informar con objetividad y
se convirtieron en el último reducto de la libertad de los ciu da danos pe -
rua nos.

De otro lado, más cercanamente, hemos podido también apreciar el
papel de los medios de comunicación en la campaña electoral del 2006,
cuando publican encuestas que mu chas veces pueden perturbar al ciu-
dadano, o solo difunden la actividad política de de   terminados candida-
tos, afectando su derecho a votar libremente y sin presiones por la op -
ción política de su preferencia, al inducirlo a elegir la “opción ganado-
ra” evitando el llamado “voto perdido”.

Otro caso interesante y digno de tener en cuenta, para ilustrarnos
so bre la impor tancia de la influencia de los medios de comunicación en
la actividad política, es lo su ce dido en la moderna Italia, después de la
caída de la llamada primera república y la de molición de la clase políti -
ca, como consecuencia de los procesos judiciales denomi na dos Mani
pulite (manos limpias) ampliamente difundidos por los medios de co -
mu  ni  ca ción, que dio como resultado el surgimiento de una nueva clase
política encabezada por el magnate de la televisión privada Silvio Ber-
lusconi, quien se convirtió en el presidente del gobierno.

Así pues, podemos afirmar que los medios de comunicación son de -
ci sivos para el control del poder político, tanto así que una dictadura se
caracteriza por privar de la in formación a los ciudadanos, o por lo me -
nos de tergiversarla, a fin de acondicionarla a sus intereses; entretanto,
las democracias promueven el acceso de los ciudadanos a la informa-
ción, y no como graciosa concesión sino como un derecho funda -
mental.

El artículo 45 de la Constitución Política del Perú señala que “el po -
der del Es ta do emana del pueblo”, en consecuencia, la soberanía, fuen-
te de todo poder político, exi ge que su titular natural que es el pueblo,
es decir el conjunto de los ciudadanos, pueda acceder en todo momen-
to a la información de lo que acontece en la sociedad, y de ma ne ra muy
es pecial a los actos de gobierno.

La información, en consecuencia, debe estar al alcance de los ciuda -
danos, pero pa ra que estos últimos puedan alcanzarla se requiere nece-
sariamente la participación de los medios de comunicación.

Hoy en día ya no es posible gobernar, ni ejercer los derechos que
la Constitución y las Leyes nos reconocen, incluso aprender, enseñar,
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dis traerse, comprar o vender, sin los medios de comunicación. Vivir en
sociedad, a principios del tercer milenio, es comunicarse. No se puede
existir sin comunicarse; el pienso luego existo del siglo XVIII es, en el
siglo XXI, me co munico luego existo.

La comunicación ejerce un poderoso influjo en los diversos ámbitos
de acción de una colectividad, pero adquiere una particular dimensión
en cuanto a la actividad po lí tica, de tal forma que la ausencia o existen -
cia de la libertad de información en una so ciedad es determinante para
calificarla como sociedad autoritaria o democrática. En este or den de
ideas, se entiende por qué en el año 1974 el dictador Velasco incautó
los dia rios de alcance nacional, que hasta entonces habían sobrevivido
a pesar de las depor ta ciones de sus directores, clausuras y toda suerte
de presiones y amenazas, porque, evi den temente, el dictador entendía
que no podía avanzar más en su proyecto autoritario  sin avasallar los
úl timos vestigios de crítica independiente.

Este inmenso poder de los medios de comunicación, que nos alcan-
za incluso en los actos más triviales de nuestra vida cotidiana, como se -
ñala el tratadista español Jorge de Esteban: “... conduce a la constata-
ción de que, como ocurre con el Dios Jano, poseen también dos caras
de significado distinto. Esto es, una, que aparece como un pri vi le gia do
ins tru men to de control de la sociedad por parte del poder político y,
otra, que re pre sen ta una po de ro sa arma de control del poder político
por parte de la sociedad”.3

Así, los medios de comunicación pueden servir para consolidar y
am pliar el po der de un gobernante hasta convertirlo incluso en absolu -
to o totalitario, como ocurrió en el Perú, entre 1992 y el 2000, época en
que se diseñó toda una estrategia para el so me ti miento de los distintos
medios de comunicación social al proyecto autoritario, hecho que tam-
bién puede producirse en un sistema democrático, porque “todo go -
bier no aspira a gobernar con el menor número posible de resistencias
y éstas se neutralizan con mayor efi cacia si se dispone del control de
los medios de comunicación”.4

Empero, por otro lado, los medios están en la capacidad de ejercer
una labor de información y con trol del poder político, ya que pueden
ser vir tanto para lo peor como para lo mejor, co mo lo grafica la cono-
cida frase de don Luis Miró Quesada, que en cie rra en sí misma toda la

3 DE ESTEBAN, Jorge. Los medios de comunicación como control del poder político. Consti-

tución y derecho público. Valencia, 1995, p. 101.

4 Ibídem, p. 105.
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complejidad de la naturaleza bifronte de los medios de co mu ni ca ción:
“El periodismo, según se le ejerza, puede ser el más vil de los oficios o
la más noble de las profesiones”.

Cuando se trata de gobiernos totalitarios los medios asumen la cara
del poder, por que se encuentran exclusivamente a su servicio y la in -
for ma ción se con vierte en sim ple propaganda, caso paradigmático fue
la dicta dura de Hitler en la Alemania nazi; lo que no sucede en un siste -
ma demo crático, donde el pluralismo exis  tente impide que el poder po -
lítico mono po lice los medios de comunicación de ma sas, a diferencia
de lo que ocurre en los regímenes autoritarios.

Pero siempre hay una tendencia en los gobernantes a someter los
me dios de co mu nicación, por la propia necesidad de controlar la infor -
ma ción, habida cuenta que co no cen que los hechos cambian de natura -
leza cuando son conocidos por la opinión pú bli ca. Es interesante ano-
tar lo que señala González Seara: “... el escándalo público, nor mal men -
te proscrito en los sistemas tota li ta rios, no es otra cosa que la publici-
dad tardía de actos que se han man te nido ocultos, a pesar de su ilega-
lidad o inmoralidad, porque de haberse hecho públicos a tiempo, no
hubieran podido seguir adelante”.5

Algunos gobernantes, al controlar o someter los medios de co mu ni -
cación lo que bus can no es otra cosa que la impunidad de sus actos
cuando estos no son legales o éti cos, por ello aspiran a manejar la infor-
mación co mo un coto de caza privado.

El poder político también busca ocultar toda información que no le
sea favo ra ble, para lo cual recurre a la manipulación de la información,
y revaloriza los aspectos positivos silenciando los negativos. Es, pues,
una forma moderna y más sutil del viejo panem et circenses.  

Lamentablemente, como lo indicamos al citar a De Esteban, a esta
vo cación de do minio no son ajenos los gobiernos democráticos, aun-
que naturalmente en menor es ca la y en todo caso de acuerdo con sus
propias convicciones políticas, pues todos buscan go bernar con el me -
nor número posible de resistencia, lo que en nuestro uso se aprecia por
los recursos públicos que todos los años se destinan en el presupuesto
a la llamada “pu blicidad estatal”.

Es necesario destacar que todo gobierno, incluso uno de origen de -
mocrático, si la ciudadanía —de manera directa o a través de sus orga -
ni  za ciones— no lo impide, tratará de utilizar en su provecho los medios

5 GONZÁLEZ SEARA, Luis. “Información democrática y razón de estado”. Diario 16. 14 de

mayo de 1993, p. 14.   
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de co mu nicación de propiedad pública, con fun dien do el interés del Es -
tado con sus propios intereses partidaristas, bajo cuyo auspicio se va
per  filando lo que podríamos llamar una “telecracia” como forma de go -
bierno de nues tras sociedades contemporáneas.

Es interesante mencionar que Silvio Berlusconi utilizó sus tres cade-
nas propias de televisión para organizar una estructura de clubes políti -
cos en toda Italia, con los cuales ha ganado sucesivas elecciones nacio-
nales y europeas.

Una vez en el poder reorganizó el sistema de radiotelevisión estatal
RAI (Radio Audiciones Italianas), a fin de evitar críticas al gobierno, lle-
gando incluso a transmitir spots mediante los cuales difundía sus lo gros
políticos. Las protestas generalizadas de la sociedad civil obligaron al
go bierno a dar marcha atrás.

Todos estos antecedentes nos planteaban la necesidad de contar con
una norma ti vidad de telecomunicaciones, que trascendiera los aspectos
técnicos de la legislación vi gente desde 1993, que solo regulaba el uso
del espectro radioeléctrico, y que obviaba, por ejemplo, los aspectos
éticos, e incluso no precisaba con claridad las conductas san cionables.

El proyecto del Ejecutivo reconocía “que la propuesta trata sobre
una materia su mamente sensible, estrechamente vinculada a los dere-
chos fundamentales de la persona, los intereses empresariales y la vida
so cial cotidiana de la mayoría de peruanos, pues la radio y la televisión
cons ti tuyen el principal entretenimiento de la población”; además, de -
claraba que:

No se trata de promover una ley que permita al Gobierno dirigir o
so me ter a las em pre  sas que prestan servicios de radiodifusión, sino
de una proposición que, frente a re cien  tes hechos conocidos por to -
dos, justamente gracias a la actividad radio di fu sora y pe  riodística,
pre  tende evitar que en el futuro, una actividad privada calificada por
nues tra legislación como de interés público, no vuelva a ser objeto
de abuso e ins tru mento de dominación de individuos y grupos que
desde el ámbito privado o público, se asocien pa ra cometer y encu-
brir actos delictivos e inmorales.6

En general el proyecto se proponía normar en cinco grandes temas
fundamentales: 

6 Exposición de Motivos del Proyecto de Ley No 1511, presentado por el Poder Ejecutivo al

Congreso de la República, el 6 de diciembre del 2001.
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• La revisión del régimen de otorgamiento y utilización de las auto -
ri zaciones y li cen cias, estableciendo procedimientos y concursos
públicos absolutamente trans  pa rentes.

• El diseño de incentivos a la programación educativa.

• La fijación de normas de protección al menor.

• El establecimiento de mecanismos de fomento de la moderniza-
ción y la inver sión en el sector.

• El ejercicio de la participación ciudadana.

En cuanto al primer punto, el proyecto planteaba, en la Tercera Dis-
posición Com plementaria, la constitución de una Comisión Consultiva
de Radio y Televisión, in tegrada por siete miembros, designados por re -
solución suprema, refrendada por el pre si dente de Consejo de Minis-
tros, los ministros de Transportes y Comunicaciones, de Vivienda y
Cons truc ción y de Educación.

Tres de los miembros dependerían directamente del Poder Ejecutivo
y los otros cuatro re pre sentantes provendrían del Consejo Nacional de
Decanos de Co legios Pro fe sio nales del Perú, del Consejo de la Prensa
Peruana, de la Asociación Na  cional de Cen tros en el campo de la comu-
nicación social y un re pre sen tante de las facultades de Co mu nicación
Social.

Empero, un organismo con tres de sus integrantes dependientes di -
rectamente del Po der Ejecutivo tiene pocas posibilidades de mantener-
se independiente y cumplir sus fi nes; además, la parte final del artícu-
lo 87 del Proyecto en mención lo convertía en un ór gano poco más que
decorativo, al establecer que esta comisión “podrá ser consultada por
el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, Vivienda y Construc-
ción, con re la ción a la graduación de las sanciones que deben aplicar-
se en el caso de infracciones muy graves”.

Esta propuesta contravenía el principio de transparencia y los pro -
pó sitos del pro yec to de evitar que se produzcan nuevamente hechos
co mo los acontecidos durante el fu jimorismo en relación con los me -
dios de comunicación, además de soslayar la par ti ci pa ción de la socie-
dad civil. 

Otro aspecto que la ley entonces vigente y el proyecto del Ejecuti-
vo no men cio na ban era el referido a quiénes pueden ser titulares de li -
cencias y dueños de medios de comunicación, y esto es necesario ana-
lizarlo con cui da do, teniendo en cuenta la enorme capacidad económi-
ca que pueden acu mular algunos delincuentes, como el caso de los nar -
co tra ficantes, los que tendrían fundado interés en manejar los medios



de comunicación para sus fines. Por ello, es importante que al igual que
en la ley que reglamenta los juegos de azar y en la ley de banca, se es -
ta blezcan condiciones personales específicas para quienes aspiren a ser
titulares de autorizaciones y licencias de radio di fusión.

La distribución de la publicidad estatal, de manera especial en estos
tiem pos de cri sis y recesión, puede constituirse en una forma de con-
trol y sujeción de los medios, su til y solapada si se quiere, pero control
al fin, en el cual el poder político se aprovecha de los enormes costos
que significa el mantenimiento de un medio de comunicación y ne gocia
la línea editorial a cambio de publicidad, cosa que lamentablemente
tam bién se ha producido en nuestro país.  

Y a pesar de estos antecedentes, no se incluyó en el proyecto modi -
fi catorio un me canismo objetivo que regule la distribución de la publici -
dad estatal, con el objeto de garantizar la total independencia de la lí -
nea editorial del medio.

Por estas consideraciones, en el Congreso se abandonó el proyecto
del Ejecutivo y se decidió ir a la preparación de un texto sustitutorio
con la fi nalidad de dar autonomía legislativa a los servicios de radiodi-
fusión, co mo la televisión y la radio, que siendo ser vicios privados de
in terés pú bli co, no son servicios públicos, porque como bien dice José
Perla Anaya, es tu dio so de las telecomunicaciones:

... las discusiones sobre si la re gu la ción de las te leco muni ca cio nes
de ben abor dar se en forma global e integral o si la radio y la televi-
sión deben ser objeto de una legislación separada y autónoma de los
demás servicios suelen ser fre cuen tes en todos los países. Las opcio-
nes que se asumen al respecto va rían, según el lugar y la época. Pe -
ro, ya sea que la regulación de los diferentes servicios de co mu ni ca -
ciones se realicen en con junto o por separado, siempre afloran dife -
ren cias impor tan tes cuando se aborda el tratamiento de puntos es -
pe cíficos de la ra dio y la televisión, como son el de la supervisión
del régimen de asignación y re novación de licencias, el del control
y res pon sabilidad por los contenidos de la programación y el de las
responsabilidades políticas y sociales de los medios, en tre otros.7

Todo esfuerzo por no dejar resquicio ni posibilidad alguna de mani -
pu lación polí ti ca en un área tan sensible y delicada como son la radio
y la te levisión, debe merecer especial atención, sobre todo en un país
de frágil ins titucionalidad como el Perú.
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